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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO recaído en la consulta de la Sala acerca del rango orgánico constitucional de diversas disposiciones del proyecto de ley que establece normas sobre organizaciones sindicales y negociación colectiva. 

Honorable Senado:



Vuestra  Comisión  de  Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros la consulta que tuvisteis a bien formularle el día de ayer, a solicitud de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, acerca del rango orgánico constitucional que tendrían diversas disposiciones del proyecto de ley que establece normas sobre organizaciones sindicales y negociación colectiva. Lo anterior, al tenor de la opinión emitida por la Excelentísima Corte Suprema y de la consulta que le formularon las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Trabajo y Previsión Social, encargadas del estudio de la mencionada iniciativa legal.



Mediante oficio Nº 429, de 13 de noviembre de 1990, las referidas Comisiones Unidas enviaron oficio a la Excelentísima Corte Suprema con el objeto de que tuviera a bien emitir su opinión sobre determinadas disposiciones del citado proyecto de ley, en conformidad a lo previsto en el artículo 74, inciso segundo, de la Constitución Política de la República. 



Las Comisiones Unidas hacen presente, además, en el párrafo tercero del mismo documento, que no consultan determinadas disposiciones que versan sobre los árbitros, por cuanto no involucran el ejercicio de funciones jurisdiccionales. Agregan, con todo, que si la Corte estimase que tales disposiciones conciernen a la Ley Orgánica Constitucional sobre Organización y Atribuciones de los Tribunales, le solicitan tener por ampliada a ellas la petición de informe.



La   Excelentísima   Corte   Suprema mediante oficio N° 010265, de fecha 30 de noviembre de 1990, expresa, en la parte pertinente, que "respecto a los artículos a que se hace referencia en el párrafo tercero del oficio en que se solicita el informe, en concepto de este Tribunal las materias a que ellos se refieren, no obstante el parecer de esas Comisiones, han sido revisadas por esta Corte Suprema, por cuanto, los Jueces Árbitros están regidos por las normas contenidas en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales, que señala las diversas calidades en que  pueden  ser  nombrados  los  Jueces  Árbitros,  las atribuciones de que están dotados, según la naturaleza del nombramiento, y, particularmente, los requisitos que deben cumplirse para poder ser nominados Árbitros.".



Añade el Tribunal Máximo que "abona el estudio de las normas indicadas en el acápite que precede, si se considera que de acuerdo al artículo 174 la tramitación de la causa se ajustará a lo dispuesto para los árbitros arbitradores por los Párrafos II y III del Título VIII del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de las excepciones contempladas en este artículo, el que dispone que el arbitro apreciará la prueba en conciencia y fallará la causa conforme a derecho.".



Finalmente, manifiesta que los mencionados artículos merecen la opinión favorable del  Tribunal, con diversas observaciones, entre las que cabe destacar la formulada al artículo 143, en cuanto a que los árbitros a que se refiere la norma, en su calidad de jueces, no debieran quedar constreñidos a resolver los conflictos sometidos a su consideración ateniéndose exclusivamente a las proposiciones de las partes.



  En   relación   con   la   consulta formulada, la Comisión hace presente que en la legislación laboral, y en el proyecto, existen dos clases de "árbitros", claramente diferenciados.



Unos, son aquéllos a que se refiere el artículo 125 de la iniciativa, que dispone que todo contrato colectivo deberá contener, a lo menos, las menciones que indica, entre las que señala, en su N° 4, "la designación de un arbitro- encargado de interpretar las cláusulas y de resolver las controversias a que dé origen el contrato, si así lo acordaren las partes".



Estos  árbitros,  a  juicio  de  la Comisión, tienen verdaderamente el carácter de tales, pues tienen por función resolver un asunto litigioso conforme al mérito del proceso, con las facultades propias de todo tribunal para la decisión de la controversia jurídica sometida a su conocimiento y fallo.



Otros, de distinta naturaleza, son los tribunales arbitrales que deben designarse para resolver conflictos colectivos en los casos de arbitraje obligatorio, tales como los previstos en los artículos 164, 165 y 166 del proyecto.



Los referidos tribunales arbitrales, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 143 de la iniciativa, están obligados a fallar a favor de la proposición de una de las dos partes en conflicto, sin que puedan decidir por una alternativa distinta, ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.




Es decir, su función está restringida a aceptar en su integridad una de las ponencias planteadas, lo que, a juicio de la Comisión, pone de manifiesto que, si bien tienen la denominación de "árbitros", en esencia no tienen la calidad de tales.




En efecto, según lo preceptuado en el artículo 222 del Código Orgánico de Tribunales "se llaman árbitros los jueces nombrados por las partes, o por la autoridad judicial en subsidio, para la resolución de un asunto litigioso". Estos, en cambio, no están llamados a interpretar y aplicar normas jurídicas, sino que se limitan a resolver conflictos de intereses, fundamentalmente económicos, eligiendo la alternativa planteada por una de las partes, con lo cual crean-, derechos y obligaciones para ambas.




En consecuencia, las, normas que los rigen no inciden, en opinión de la Comisión, en materias propias de la ley orgánica constitucional mencionada en el artículo 74, inciso primero, de la Ley Fundamental.




Además, en atención a lo expuesto, la Comisión sugiere que -para evitar equívocos- los tribunales arbitrales a que se refiere el artículo 143 del proyecto se denominen de una manera distinta, como podría ser "árbitros laborales" y "árbitros laborales de segunda instancia".




En  cuanto  a  los  preceptos  que contienen normas de procedimiento, la Comisión fue de parecer que ellos no constituyen materia de la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 74, inciso primero, de la Constitución Política, por estimar que ellas no se refieren a la organización ni a las atribuciones de los tribunales.



Más aún, el Tribunal Constitucional, en sentencia de fecha 26 de noviembre de 1981, concluye que el "contenido de esta ley orgánica constitucional debe limitarse a aquellas normas que regulan la estructura básica del Poder Judicial en cuanto ella no está reglada por la propia Carta Fundamental".



Es  decir,  ella  tiene  un  alcance limitado, toda vez que -según expresa el citado fallo- la misma disposición constitucional establece que la referida ley orgánica deberá contener las normas destinadas a señalar "las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados", agregando que "si la intención del Constituyente no fuere la señalada, toda esta segunda parte del inciso primero del artículo 74 carecería de sentido, pues ella, indudablemente, habría quedado comprendida dentro de  la  expresión  "organización  y  atribuciones  de  los tribunales".".



Finalmente -con el mero propósito de perfeccionar la norma propuesta y acogiendo una observación formulada por la Excelentísima Corte Suprema- la Comisión sugiere sustituir las palabras finales del inciso quinto del artículo 144 que dice: "deberá concurrir la totalidad de sus integrantes", por las siguientes: "deberán concurrir los integrantes que hayan intervenido en la vista de la causa".



En  los  términos  precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por unanimidad, tiene el honor de absolveros la consulta formulada. Acordado en sesión celebrada el día de hoy, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Hernán Vodanovic Schnake (Presidente), Sergio Diez Urzúa, Jaime Guzmán Errázuriz, Carlos Letelier Bobadilla y Máximo Pacheco Gómez.



Sala de la Comisión, a 9 de enero de 1991. 
PATRICIO USLAR VARGAS
Secretario
